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RESUMEN

En este artículo se estudia en detalle el proceso his-

tórico de construcción de la ciudadanía en España

desde el inicio de la experiencia democrática hasta

las últimas elecciones generales. Este proceso histó-

rico sólo puede entenderse adecuadamente si se

analiza la estrecha relación que mantiene con el de-

sarrollo de la cultura democrática y la intensa moder-

nización vivida en todos los ámbitos de la vida social

española. La contraposición entre la persistencia del

legado de la transición y el cambio en las pautas po-

lítico-culturales, se argumenta en el artículo, ha

dado como resultado un modelo de ciudadanía poco

definido, donde el alto grado de institucionalización

de los derechos cívicos contrasta con unas prácticas

ciudadanas bastante limitadas, aunque con intere-

santes signos de transformación.
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ABSTRACT

This article examines the historical process of

construction of citizenship in Spain from the

beginning of the democratic experience up to the last

general elections. This historical process can only be

understood properly if we analyse its close

relationship with the development of democratic

culture and the huge modernization of Spanish

social life. The contrast between the persistence of

the transition legacy and the change in political

cultural patterns, as argued in the article, has

produced a model of citizenship that is not entirely

clear, where the high degree of institutionalisation of

civic rights contrasts sharply with civic practices that

are quite limited, although there are interesting signs

that this situation is undergoing transformations.

* Este texto forma parte de un amplio proyecto de investigación sobre la historia de la ciudadanía en España que abarca des-
de las Cortes de Cádiz hasta la actualidad y que ha dirigido Manuel Pérez Ledesma; en breve, sus principales resultados se-
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proyecto de investigación, a María Luz Morán el trabajo en común de todos estos años porque sin él muchas de las ideas con-
tenidas en este texto no hubieran llegado a ver la luz, y a María Jesús Funes por su ayuda, siempre entusiasta, en la revisión
y mejora de un texto inicial.





1. LA INDELEBLE HUELLA DE LA TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA

No puede dejar de resultar paradójico que casi tres décadas después de iniciada la nueva

andadura democrática de la historia de España1 tengamos que seguir ocupándonos de

manera reiterada del inicio del proceso, de la denominada transición democrática. En efec-

to, cualquier diagnóstico que quiera hacerse sobre el desarrollo de la etapa democrática en

su conjunto o de algún aspecto específico de la misma, como en este caso es el tema de la

ciudadanía, no puede realizarse en profundidad sin referirse a la influencia determinante

ejercida por la transición y a la repercusión que aún hoy sigue teniendo, en tanto marco de

referencias significativas en torno al que se construye la vida democrática.

Durante los años transcurridos se han sucedido un sinfín de acontecimientos de gran im-

portancia; sin embargo, ello no ha impedido que los discursos, categorías y símbolos de la

transición sigan aún hoy presentes, modelando las percepciones e interpretaciones de la

vida política que realizan los actores, así como las estrategias de acción que ponen en

marcha. Aunque es indudable que conforme el escenario sociopolítico se transformaba en

las décadas de los ochenta y los noventa, la visibilidad social de los códigos simbólicos de

la transición disminuía, ello no ha sido obstáculo para que mantuvieran su vigencia, la cual

se ha hecho evidente, de manera especial, en los momentos de crisis y conflicto2. En esos

momentos, categorías e ideas que se repiten una y otra vez en la política de la transición,

como el consenso, la superación de las dos Españas, la reconciliación entre los españoles

o el valor simbólico de la Constitución, reaparecen con singular fuerza en el discurso de los

medios de comunicación, de los partidos o en el de los líderes políticos, mostrando su con-

dición de códigos culturales que marcan el campo de posibilidades dentro del que deben y

pueden moverse los actores.

A la hora de valorar esta huella de la transición en la democracia española, un primer ele-

mento a tener en cuenta es la opinión positiva que del cambio político sigue teniendo la in-

mensa mayoría de la población española. En el año 2000, según datos provenientes de los

sondeos del CIS, nueve de cada diez españoles se mostraban orgullosos de la forma en

que se llevó a cabo la transición. Un sentimiento de orgullo que, además, ha ido en aumen-
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1 Como consta en el título, el marco temporal de este artículo se detiene en las elecciones generales de marzo de 2004. Las
políticas puestas en marcha por el gobierno socialista de Rodríguez Zapatero y la nueva situación sociopolítica que se ha con-
figurado en estos dos últimos años parecen estar abriendo una nueva etapa en la construcción de la ciudadanía democrática
en nuestro país que necesitaría de un análisis más específico del que aquí se puede realizar. Por tanto, para evitar confusio-
nes, todas las reflexiones que a continuación se presentan no tendrán en cuenta las modificaciones que se hayan podido pro-
ducir desde el 2004 hasta la actualidad.

2 De acuerdo con Alexander y Smith (1993), estos momentos de crisis son periodos cuasi-ritualizados en los que los signifi-
cados fundamentales de la vida política se ponen en juego.



to con el paso de los años, lo que pone de manifiesto la persistencia del recuerdo y su efi-

caz transmisión a las nuevas generaciones (Moral, 2001). En este recuerdo más bien idea-

lizado de la transición ha tenido mucho que ver la construcción por parte de las elites de un

relato de su desarrollo, articulado en torno al protagonismo de una serie de personajes in-

dividuales, que ha terminado por imponerse como una evidencia social, esto es, como la

versión verdadera frente a cualquier otra posible versión que pudiera surgir3.

No es éste el lugar adecuado para analizar los problemas que arrastra esta narración «ofi-

cial» de la transición (Edles, 1995 y 1998; Morán, 1998; Pérez Díaz, 1993), ni los costes

que ha tenido para la evolución democrática posterior. No obstante, y sin pretender entrar

en ningún tipo de revisionismo de la historia de la transición, no se pueden obviar las rela-

ciones paradójicas que mantienen ambos momentos históricos y las consecuencias en

parte negativas que de las mismas se derivan. En palabras de Josep Colomer (1998: 181),

«lo que en una fase fue fecundo y modélico para un cambio continuado y sin confrontación,

en la otra produce exclusiones y desinterés. Las virtudes de la transición se han convertido

en vicios de la democracia».

El hecho de subrayar la huella dejada por la transición en la democracia no debe inducir-

nos a error y pensar en una situación presidida por la continuidad, en la que no aparecen

cambios significativos respecto al modelo gestado en los inicios del nuevo sistema político.

Por el contrario, en estos años de experiencia democrática hemos asistido a transformacio-

nes importantes en los ámbitos económico, social, político y cultural que han tenido una

honda repercusión en los valores, actitudes y comportamientos de los ciudadanos, en las

pautas de relación social y en el tipo de sociedad. El resultado es que algunos de los con-

sensos heredados de la transición parecerían estar siendo puestos en duda. Una conclu-

sión equilibrada, por tanto, debe hacer hincapié en la tensión entre la persistencia y el cam-

bio, es decir, entre una cultura política bastante asentada y con rasgos definidos, heredera

del proceso que lleva desde la dictadura a la democracia, y unas tendencias de cambio

que reflejan la adaptación a los procesos de transformación estructural que están afectan-

do a los más diversos órdenes de la vida social de los españoles en estas últimas décadas.

Esta continua tensión entre persistencia y cambio dibuja un escenario dinámico de la de-

mocracia española, donde predominan la ambivalencia y la indeterminación sobre los mo-

delos claros y bien definidos. Éste es el caso, precisamente, de la ciudadanía democrática,

a cuyo análisis sociohistórico está dedicado este artículo. Como trataré de mostrar a conti-

nuación, el resultado de esta confrontación entre tendencias que refuerzan el legado de la
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transición y aquellas que reflejan la transformación estructural de la sociedad española es

un modelo de ciudadanía aún en fase de definición, donde el alto grado de institucionali-

zación de los derechos cívicos contrasta con unas prácticas ciudadanas bastante limita-

das, aunque con algunos signos de transformación. Las contradicciones derivadas de los

ritmos diferentes de evolución que han seguido los componentes institucionales, ideológi-

cos y práxicos de la institución cívica en España guardan una estrecha relación con el con-

texto sociopolítico dentro del que ha ido construyéndose históricamente. En este sentido,

no debe olvidarse que la construcción de la ciudadanía en España corre paralela a las

complejidades del desarrollo de la cultura democrática y del proceso de modernización so-

cial, que configuran el entorno significativo en el que se forman las representaciones sobre

cómo se es ciudadano en la democracia española.

Antes de entrar en el análisis sociohistórico de la ciudadanía conviene hacer alguna preci-

sión conceptual. Cuando hablo de ciudadanía democrática me refiero a los procesos de in-

tegración de los individuos en la comunidad política, basados, por una parte, en el recono-

cimiento de la pertenencia a esa comunidad a través de la atribución de una serie de

derechos (civiles, políticos y sociales) y obligaciones y, por otra, en el reconocimiento de su

capacidad de intervención en los asuntos colectivos de esa comunidad (Peña, 2000; Gar-

cía y Lukes, 1999). Igualdad de estatus, reconocida institucionalmente a través de una se-

rie de derechos, y participación como agente activo en la esfera pública, son los dos com-

ponentes básicos e imprescindibles de la idea de ciudadanía (Lister, 2003).

Esta dualidad entre ser ciudadano y actuar como ciudadano sólo se sintetiza adecuada-

mente, desde mi punto de vista, si utilizamos una concepción dinámica de la ciudadanía

(Benedicto y Morán, 2004), según la cual estamos ante una institución cuyos contenidos y

significados se redefinen y transforman en función de las prácticas sociales de los diferen-

tes actores y de los grandes procesos de cambio de la vida social4. Dos son las principa-

les implicaciones que se derivan de esta forma de plantear las cosas. En primer lugar, la

necesidad de superar la perspectiva formalista que reduce la condición ciudadana a un

estatus individual vinculado al disfrute de determinados derechos y optar claramente por

una perspectiva sustantiva centrada en la definición y funcionamiento de la ciudadanía a

través de las prácticas de los actores. Porque, como afirma B. Turner (1993: 2), la ciu-

dadanía es «un conjunto de prácticas que definen a una persona como miembro com-

petente de una sociedad»5. Estas prácticas, además, se aprenden la mayoría de las

LA CONSTRUCCIÓN DE LA CIUDADANÍA DEMOCRÁTICA EN ESPAÑA (1977-2004)

107

4 M. Lister (2005: 474) lo explica en los siguientes términos: «Esto significa que la ciudadanía es un concepto discutido, don-
de diferentes esferas hacen realidad la idea de igualdad de estatus de maneras diferentes y donde unas facetas de la ciu-
dadanía son priorizadas sobre otras. La ciudadanía toma diferentes formas en diferentes lugares en diferentes momentos
pero es, sin embargo, unificada».

5 Posiciones similares se pueden encontrar en M. Somers (1993) y N. Stevenson (2001).



veces en los contextos informales de la vida diaria y guardan una estrecha relación con

las experiencias activas en la esfera pública.

En segundo lugar, toda concepción dinámica de la ciudadanía precisa tener en cuenta su

carácter multidimensional. En efecto, la ciudadanía está compuesta por una serie de ele-

mentos cuya específica interrelación define su dinámica social en un grupo o contexto deter-

minado. En este sentido, se debe distinguir el componente institucional de los derechos y

deberes, el componente cultural o ideológico que es el terreno de las identidades ciudada-

nas y el componente práxico referido a las prácticas sociopolíticas que llevan a cabo los di-

ferentes actores. Las características de cada uno de estos elementos, el tipo de relaciones

recíprocas que los vinculan entre sí y, sobre todo, los ritmos de evolución y desarrollo de

unos y otros definen la dinámica social de la ciudadanía en cada comunidad política (tanto

sea estatal como de otro tipo) en un momento histórico determinado (Kiviniemi, 1999).

A partir de este esquema y de la consideración de los factores contextuales pertinentes

(sociales, políticos, culturales) analizaré, a continuación, el desarrollo histórico de la ciu-

dadanía en un caso concreto, como es el de la España democrática. En el próximo aparta-

do me ocuparé de los aspectos principales del proceso de modernización democrática es-

pañol, un término con el que sintetizo la estrecha relación existente entre la construcción

política, institucional y cultural de la democracia y el proceso de acelerada modernización

socioeconómica experimentado por la sociedad española en los últimos treinta años. El

proceso de modernización democrática constituye el contexto en el que ha tenido lugar el

desarrollo de la ciudadanía, hasta el punto de que éste no puede entenderse sin aquél; de

ahí la necesidad de analizar en detalle sus singularidades y contradicciones. Tras saber

cómo ha contribuido el proceso de modernización democrática al desarrollo de la ciudada-

nía me ocuparé de estudiar sus características más en detalle. En el tercer apartado se

analizan la dimensión institucional de los derechos cívicos, la rapidez de su reconocimien-

to y las consecuencias que ello tiene sobre el funcionamiento de la ciudadanía democrática

en España. Por último, en el cuarto apartado me ocupo del ejercicio de la ciudadanía, de la

actuación de los ciudadanos en la esfera pública, discutiendo las debilidades y limitaciones

de las prácticas cívicas, así como los signos de transformación que se atisban.

2. MODERNIZACIÓN DEMOCRÁTICA Y CIUDADANÍA:

UN LARGO PROCESO INACABADO

El nuevo sistema político que se inaugura en la etapa de la transición representaba para la

inmensa mayoría de los españoles no sólo un ideal de libertades individuales y colectivas,

sino también el único camino posible para hacer realidad las aspiraciones de moderniza-
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ción social que estaban presentes en la sociedad española desde hacía varias genera-

ciones. La democracia, por tanto, se piensa socialmente como culminación de un proyecto

histórico en el que se resumen los deseos de bienestar social, renovación cultural, presen-

cia en la escena internacional y, sobre todo, incorporación a Europa, en cuanto referente

último de la modernidad democrática (Benedicto, 2004).

Esta identificación del sistema democrático con los anhelos de modernización existentes

en la sociedad española explica la estrecha vinculación que durante todos estos años se

ha producido entre la construcción de la cultura política de la democracia y las transforma-

ciones socioestructurales acaecidas en los últimos veinticinco o treinta años. Se trata de

dos procesos que se han ido configurando de manera interdependiente y que en su con-

junto constituyen el contexto de referencia imprescindible para comprender el desarrollo

histórico de la ciudadanía democrática. Este escenario, además, se va a ir construyendo en

un momento histórico ciertamente complejo, presidido por la aceleración de las pautas de

cambio en todo el mundo occidental desarrollado. Tras unas décadas presididas por un re-

lativo consenso en torno a los grandes principios que debían regir la vida social y política

de las sociedades desarrolladas, los años finales de la década de los setenta y el inicio de

los ochenta (precisamente cuando se empieza a construir la democracia en España) certi-

fican la ruptura de este consenso posbélico debido, entre otros factores, a las profundas

transformaciones que se producen en el sistema productivo y en la estructura social del ca-

pitalismo avanzado.

Los nuevos valores neoliberales centrados en el mercado como garantía de libertad y bie-

nestar, el individualismo egoísta y la defensa de una concepción despolitizada de la socie-

dad civil como locus privilegiado de la implicación ciudadana (Cohen y Arato, 2000) se vie-

nen a sumar a la creciente sensación de crisis en el funcionamiento del sistema

democrático que se extiende por todo el mundo desarrollado a partir de los años setenta6.

El resultado es una espectacular crisis de confianza en las instituciones políticas7, que no

ha hecho más que aumentar en las últimas décadas de este siglo, aunque ello no haya su-

puesto, más bien al contrario, un descenso en el apoyo a los principios democráticos8. La
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6 Para un análisis crítico de los denominados discursos sobre la crisis de la democracia, consultar Klingemann y Fuchs
(1995).

7 Según los datos aportados por Abramson (1987), a principios de los sesenta, tres de cada cuatro estadounidenses decían
que se podía confiar en su gobierno, mientras que en 1980 sólo un estadounidense de cada cuatro confiaba en que su go-
bierno «haría lo correcto».

8 La combinación entre aceptación de los valores democráticos y crítica al funcionamiento del sistema político se ha converti-
do en una de las señas de identidad de las democracias contemporáneas. Incluso el descenso en la confianza institucional no
es tan uniforme como podría parecer a primera vista de acuerdo con las evidencias disponibles. Para una discusión muy com-
pleta de las evidencias disponibles y de las diferentes explicaciones, véase Norris (1999).



desafección política se ha convertido en un rasgo sobresaliente de la cultura política de las

democracias de este final de siglo (Pharr y Putnam, 2000), lo cual supone un hándicap im-

portante a la hora de desarrollar pautas culturales que favorezcan no sólo la consolidación,

sino también la profundización de la vida democrática, tal y como ocurre en el caso de Es-

paña a partir de la década de los ochenta.

En este entorno de cambios acelerados tendrá lugar el proceso de modernización demo-

crática en España y el desarrollo de la ciudadanía. Contrariamente a la imagen que a ve-

ces se transmite, a lo largo de este proceso se han sucedido acontecimientos muy diferen-

tes, de signo muchas veces contrapuesto, lo cual dificulta establecer fases o etapas bien

definidas. Sin duda, la forma más fácil de analizar el camino recorrido sería referirse a una

etapa socialista y a una etapa conservadora9, pero con este criterio se corre el riesgo de

introducir falsas uniformidades dentro de cada periodo o discontinuidades entre uno y otro.

Para evitar estos problemas, he optado por utilizar un criterio temático en vez de temporal.

Así, a continuación analizaré la dinámica evolutiva de los principales aspectos económicos,

sociales y político-institucionales que conforman el proceso de modernización democrática

seguido por nuestro país.

2.1. La complicada evolución económica

En estas más de dos décadas desde la llegada de los socialistas al poder hasta el momen-

to presente, la evolución económica ha seguido un camino tortuoso en el que se han suce-

dido diferentes periodos de crisis, ajustes posteriores, fases de recuperación y etapas de

crecimiento más o menos espectaculares. En este sentido es muy difícil establecer una lí-

nea de evolución que pueda resumir el camino andado en estos años, ya que las priorida-

des económicas de los diferentes gobiernos han ido oscilando según el momento del ciclo

en el que nos encontrábamos. No obstante, a fuer de introducir regularidades en un largo

proceso sometido a distintos vaivenes, se podría señalar un gran objetivo que ha guiado la

política económica durante este tiempo, por encima de cuales fueran los planteamientos

ideológicos de unos y otros gobiernos. Se trata del propósito de introducir la economía es-

pañola dentro de los grandes flujos del capitalismo avanzado internacional, utilizando para

ello un tipo de política económica que podríamos calificar de ortodoxa. Como bien señala

José María Maravall (1995), en referencia a las políticas socialdemócratas de los países

del Sur de Europa, esta insistencia por mantener la ortodoxia económica también ha guar-

dado una estrecha relación con las pocas posibilidades de maniobra que tenían los gobier-

JORGE BENEDICTO

110

9 Propiamente también habría que hablar de una etapa de UCD, la transcurrida entre 1978 y 1982. Sin embargo, desde un
punto de vista sociopolítico, el punto de inflexión respecto a la etapa de la transición se produce con la victoria socialista en
1982.



nos. «Los gobiernos gestionaron sus economías en el filo de la navaja: en cuanto relajaban

sus políticas fiscales o los salarios crecían sin moderación, el resultado era un deterioro de

la competitividad, desequilibrios comerciales, crisis de la moneda y desempleo» (Maravall,

1995: 240).

La estrategia seguida ha supuesto conceder una prioridad muy importante al mantenimien-

to de los equilibrios macroeconómicos por encima de cualesquiera otras demandas o ne-

cesidades y la adaptación a las exigencias de un sistema económico mundial cada vez

más globalizado en el que el mercado amplía sin cesar su área de funcionamiento. Y las

consecuencias han sido muy variadas a lo largo de estos años: ajustes estructurales y sa-

neamiento del sistema productivo —recuérdese la reconversión industrial en la primera mi-

tad de los años ochenta—, procesos de liberalización en sectores hasta entonces poco

abiertos a la competencia, una drástica reducción del sector público empresarial mediante

una política sistemática de privatizaciones, impulso a la creación de fuertes conglomera-

dos empresariales, tanto en el ámbito financiero como en el industrial. En último término,

cualquier otro objetivo económico posible se ha supeditado a conseguir la homologación

con las economías europeas, la credibilidad internacional10 y a reforzar la posición españo-

la como potencia de rango intermedio en el sistema económico global, aceptando para ello

las restricciones que fueran necesarias, postergando en algunos casos legítimas deman-

das de bienestar y equidad social en aras del cumplimiento de las exigencias del sistema.

En estrecha relación con este objetivo fundamental y, en cierta medida, como consecuen-

cia del mismo aparecen otras dos constantes en la política económica del periodo demo-

crático: el control de la inflación y la flexibilización del mercado de trabajo. Los éxitos y fra-

casos cosechados en ambos terrenos durante todo este tiempo no pueden ocultar, por una

parte, los evidentes logros en cuanto a la reducción de la inflación (del 16,5 de 1978 se ha

pasado en estos momentos a cifras alrededor del 3%), aunque ello no haya permitido ce-

rrar del todo el diferencial con la media de la Unión Europea, y el surgimiento de un merca-

do de trabajo más acorde a las condiciones actuales de la demanda de mano de obra, des-

provisto de algunas de las rigideces heredadas del proteccionismo franquista. Pero, por

otra parte, tampoco se pueden obviar los costes que se han derivado del mantenimiento de

ambas políticas, sobre todo para los trabajadores, en forma de pérdida de poder adquisiti-

vo de los salarios, niveles de temporalidad y precariedad laboral importantes, un mercado

de trabajo altamente segmentado entre insiders y outsiders y, en fin, una debilidad bastan-
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Fondo Monetario Internacional». Entrevista a Carlos Solchaga, en María Antonia Iglesias (2003: 143).



te acusada de la ciudadanía social, por lo menos en el terreno laboral (Boix, 1996; Maravall

y Fraile, 2000).

Complementariamente a estas medidas se llevó a cabo una profunda transformación del

sector público que ha hecho posible el desarrollo de un sistema de protección social des-

conocido hasta ahora en España. La reforma fiscal iniciada en la época de UCD y el au-

mento de la recaudación que ésta permitió, junto al déficit de las Administraciones Públi-

cas, facilitaron un espectacular incremento de la participación del gasto público en el PIB,

que prácticamente se duplicó entre 1975 y 1995, llegando a alcanzar el porcentaje récord

del 47,6% en 1993, en pleno auge de la crisis. Esta evolución del sector público se debió

básicamente a la ampliación de los gastos derivados de las prestaciones sociales (pensio-

nes, prestaciones por desempleo) y de la puesta en marcha de políticas universalistas en

educación y sanidad; en otras palabras, los recursos del sector público fueron dirigidos fun-

damentalmente a construir el núcleo del Estado de bienestar, representado por las políti-

cas sociales iniciadas por los socialistas en la década de los ochenta y continuadas en la

década siguiente tanto por socialistas como por conservadores.

No obstante, esta expansión del sector público para sostener las políticas sociales siempre

ha estado supeditada a las restricciones impuestas por la necesidad de mantener los equi-

librios macroeconómicos y la ortodoxia económica antes mencionada. Solamente tras la

huelga general del 14 de diciembre de 1988 se inició una etapa expansiva para satisfacer

las demandas de mejoras sociales de los sindicatos, lo que supuso que el gobierno tuviera

que dar marcha atrás en su programa de reformas11. Sin embargo, esta operación redistri-

butiva de gran alcance pronto se vería alterada por el inicio de un crisis brutal12 y las difi-

cultades que acarreó en forma de incremento del desempleo, reducción de la recaudación

fiscal y aumento del gasto. De esta forma, en muy poco tiempo se vuelve a la senda de la

ortodoxia con una nueva reforma laboral, un importante esfuerzo de disciplina presupues-

taria dirigido a reducir el déficit o medidas de contención del gasto, todas ellas puestas en

marcha por el último gobierno socialista.

En los años finales de la década de los noventa, el gasto público ha mostrado una tenden-

cia decreciente, pero la reducción tiene que ver en buena parte con la mejora del empleo y

la consiguiente reducción de las prestaciones por desempleo, aunque tampoco puede ob-
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nes y medio que se habían creado en el quinquenio anterior.



viarse el propósito de los gobiernos conservadores del Partido Popular de rebajar la pre-

sencia del sector público en la economía española13. Lo importante, sin embargo, de la eta-

pa conservadora es el cambio producido en las prioridades socioeconómicas, que ahora

giran casi exclusivamente alrededor del crecimiento económico y la creación de empleo,

como instrumentos fundamentales para conseguir el bienestar social, relegando a una po-

sición secundaria el objetivo de la redistribución y del incremento de la equidad social. De

un discurso centrado en el Estado como agente de la acción redistribuidora, característico

de la opción socialdemócrata, se ha pasado al discurso del ciudadano cliente o el ciudada-

no consumidor propio de la óptica liberal.

Si hubiera que hacer una valoración global de la dinámica económica de la democracia espa-

ñola habría que resaltar, en primer lugar, el desarrollo económico conseguido durante estos

años. De acuerdo con los datos de Contabilidad Trimestral del Instituto Nacional de Estadísti-

ca, el PIB ha experimentado incrementos medios situados en torno al 2-3% anual en estos

últimos veinte años, con algunos picos superiores al 5% en la fase de recuperación de la se-

gunda mitad de los ochenta y al 4% en la etapa de crecimiento de finales de los noventa. Por

el contrario, sólo se observan quiebras importantes en la crisis de inicios de los noventa, que

se plasma, concretamente, en un descenso del 1,2% en 1993. Este crecimiento económico

ha significado sobre todo un incremento notable en el nivel de vida de la población —y éste

es el segundo rasgo a resaltar—, bien a través de la existencia de mayores recursos disponi-

bles en el mercado o bien a través de la utilización de estos recursos para la puesta en mar-

cha de políticas sociales con efectos redistributivos14. En el polo opuesto habría que señalar

el incremento de la polarización social en la estructura de desigualdades sociales y el mante-

nimiento de una serie de desajustes estructurales que lastran la pretendida modernización

económica española, como son: las persistentes desigualdades regionales; la incapacidad

para crear un mercado de trabajo articulado en el que exista un ajuste entre la oferta y la de-

manda que permita generar empleo suficiente y, además, de calidad; un sistema de protec-

ción social de escasa intensidad y que tiene muchas dificultades para hacer frente a las nue-

vas contingencias que van surgiendo en la sociedad actual.

Esta mezcla entre tendencias liberalizadoras de la actividad económica y consolidación de

un sector público encargado del sistema de protección social tiene también su correlato en
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(sólo superado por Irlanda) y se situaba siete puntos por debajo de la media comunitaria (Fernández de Santiago, 2003: 508).

14 Sobre la evolución de la renta y de la estructura de la desigualdad puede resultar interesante consultar los trabajos presen-
tados en los Simposia de la Fundación Argentaria sobre Igualdad y distribución de la renta y la riqueza, en concreto La Distri-
bución de la Renta, volumen 2 del I Simposio (1993), y Dimensiones de la Desigualdad, volumen 1 del III Simposio (1999),
ambos publicados por Fundación Argentaria-Visor Ediciones.



el terreno de la cultura socioeconómica, que muestra una presencia de posiciones favora-

bles a la iniciativa privada y al libre juego de las fuerzas del mercado simultáneamente al

deseo de que el Estado esté presente en la vida económica, principalmente como instru-

mento para asegurar el mantenimiento de unos ciertos niveles de igualdad. Esta aparente

incongruencia —por otra parte, bastante habitual en el terreno valorativo— ha sido califica-

da recientemente por Eduardo Bericat (2003: 54) como una forma peculiar de cultura híbri-

da: «... una interpretación simple, en la que únicamente se perciba un mero enfrentamiento

entre ambos modelos, constituye una interpretación completamente errónea de la actual

cultura socioeconómica española (...). Si algo caracteriza a la nueva cultura socioeconómi-

ca española no es, precisamente, la moderna oposición entre los modelos liberal y estatis-

ta. Antes al contrario, lo que caracteriza a la actual cultura socioeconómica española es

una forma, todavía no muy bien definida, de hibridación entre los valores que correspon-

den a los modelos liberal y estatista» (véase también Rivière, 2001).

2.2. Las transformaciones de la vida social

El complejo proceso de modernización económica de la sociedad española se ha visto

acompañado por un proceso de cambio ciertamente espectacular en el terreno de las rela-

ciones, los comportamientos y las costumbres. Las transformaciones de la vida social han

afectado a un número considerable de ámbitos en los que la contraposición, por una parte,

de normas y valores tradicionales y, por otra, de normas y valores característicos de las so-

ciedades postindustriales más centrados en los individuos que en las fuentes de autoridad

tradicional se ha saldado en mayor medida a favor de estos últimos. El resultado han sido

individuos menos dependientes de identificaciones institucionales y lógicas sociales prees-

tablecidas; más proclives, por el contrario, a acciones que encuentran su justificación en

los intereses y las expectativas personales. El nuevo discurso que se ha ido haciendo he-

gemónico es el de la adaptación individual a las necesidades del sistema social y económi-

co, lo que introduce una gran variedad y diversificación en el terreno de los comportamien-

tos pero, al mismo tiempo, fomenta la soluciones particularistas en las que lo colectivo

encuentra un difícil encaje.

Son muchos los campos de la vida social en los que esta nueva estructura valorativa se

manifiesta, pero para la investigación de la ciudadanía resulta de especial interés el terre-

no de la implicación ciudadana en acciones colectivas que pretenden algún tipo de cam-

bio social. Pues bien, en este ámbito las reivindicaciones ciudadanas se tornan, en estos

años, cada vez más fragmentadas y localizadas, centradas en cuestiones concretas, en la

solución de necesidades sociales específicas en vez de planteamientos globales de

transformación social. El camino recorrido por los movimientos sociales desde el auge del
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inicio de la transición a la fase actual de aparente recuperación de la vitalidad, es un buen

exponente de las transformaciones de la sociedad española en el periodo democrático y

del grado de similitud que en este terreno se ha alcanzado con el resto de la Europa de-

sarrollada, aunque se puedan seguir rastreando las huellas de nuestra peculiar historia

que impidió el asentamiento de tradiciones participativas. De los movimientos proactivos

de pretensiones globales y universalistas herederos de la lucha contra la dictadura se ha

pasado en los años de la consolidación democrática a una etapa de mayor atonía parti-

cipativa en la que predominan los movimientos fragmentarios y monotemáticos, reflejo en

ocasiones de necesidades insatisfechas y en otras de valores emergentes (Alonso, 1991;

Pastor, 1998). Estos movimientos coexisten con explosiones esporádicas de acciones co-

lectivas con un alto grado de conflictividad (movimiento contra la permanencia en la

OTAN, movilizaciones estudiantiles, acciones contra la reconversión industrial) y con el

progresivo desarrollo durante los noventa de nuevas formas de participación centradas en

el ámbito de la solidaridad cívica, como organizaciones no gubernamentales, asociacio-

nes de voluntariado, etc. (Ariño, Castelló y Llopis, 2001; Funes, 1997; Ibarra y Grau,

2005). Estos cambios en el repertorio de movilización ciudadana son una consecuencia

evidente de los cambios en la cultura política de las sociedades desarrolladas y el nuevo

modelo de implicación que en ellas se está generalizando. En vez de pensar en si hay

más o menos movilización que antes, lo que debe tenerse en cuenta es que se trata de un

tipo de movilización diferente.

Muchos de estos cambios en los significados de la vida colectiva no podrían entenderse

sin referirse a las transformaciones que se han ido produciendo en la estructura social, en-

tre las cuales querría destacar tres de ellas que tienen una especial trascendencia para el

tema que se está aquí analizando. En primer lugar, el incremento del nivel educativo de la

población, que además ha alcanzado a sectores sociales que sufrían tradicionales déficits

formativos. En los años de democracia se ha hecho un gran esfuerzo, tanto por parte del

Estado como por parte de las familias, para aumentar la formación educativa de las nuevas

generaciones y para democratizar el acceso a los niveles superiores, lo que ha permitido

reducir considerablemente la distancia que en este campo nos separaba de los países más

industrializados, aunque aún sigue en cifras considerables15. Sin entrar ahora en el porqué

se mantiene esta distancia (problemas en la Formación Profesional, fracaso escolar, etc.),

el hecho significativo es que los ciudadanos españoles de este principio de siglo están mu-

cho mejor preparados que los pertenecientes a generaciones anteriores, con las conse-
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cuencias evidentes de mayores capacidades para entender y hacer frente a un mundo

cada vez más dinámico e imprevisible.

El segundo fenómeno a mencionar es el intenso proceso de secularización que se ha vivi-

do en la sociedad española en estos últimos veinte años. A pesar de que la Iglesia católica

sigue aún hoy jugando un papel importante en la escena política y social de nuestro país,

su capacidad para determinar las opiniones, actitudes y comportamientos de los ciudada-

nos se ha reducido sensiblemente, especialmente entre los más jóvenes. Las nuevas gene-

raciones no sólo han dejado en su gran mayoría de seguir las prescripciones morales de la

institución eclesial, abandonando la práctica eclesial, sino que también han empezado a

autoexcluirse de la misma, en unos casos de manera explícita, calificándose de ateos, y en

otros de manera más implícita, subrayando su indiferencia ante estas cuestiones16. Este

proceso de secularización que se refleja en opiniones y comportamientos no puede, sin

embargo, llevarnos a olvidar que la Iglesia sigue siendo, en palabras de Díez-Salazar

(1993: 249), «un agente de ritualización y simbolización de determinados acontecimientos

vitales y sociales (...) y la mayor institución de referencia simbólica-ritual de España e inclu-

so la mayor institución social de pertenencia si la comparamos con otras instituciones ma-

crosociales».

El tercer fenómeno es la emancipación de la mujer y su incorporación definitiva a la vida la-

boral, social y cultural del país en un grado hasta ahora desconocido. La tasa de actividad

femenina ha aumentado en la década de los noventa alrededor de diez puntos, pasando

del 30 al 40%, lo que ha supuesto reducir la brecha respecto al conjunto de la Unión Euro-

pea en seis puntos, a pesar de lo cual seguimos siendo el segundo país, detrás de Italia,

en el que las mujeres tienen una participación más baja en el mercado laboral (Fernández

Santiago, 2003: 540). Esta incorporación al mundo del trabajo y el creciente protagonismo

de las mujeres en las más variadas áreas de la vida social adquieren mayor relevancia si

se tiene también en cuenta el incremento significativo del nivel formativo de las mujeres jó-

venes: en los niveles secundarios abandonan más tarde los estudios que los varones y ac-

ceden también en mayor número a la educación universitaria17. Todos estos datos no ha-

cen más que augurar que estamos ante el inicio de un proceso de cambio de largo

recorrido que va a afectar a cuestiones tan importantes como los modelos familiares, las

relaciones entre los sexos, la educación de las nuevas generaciones, el cuidado de las per-

JORGE BENEDICTO

116

16 Según los datos del informe Jóvenes 2000 y Religión (González Anleo et al., 2003), sólo el 12% de los jóvenes entre 13 y
24 años dice que va a misa habitualmente y el 33% se declara católico y cumplidor ocasional de los ritos religiosos, un por-
centaje similar al de aquellos que se declaran ateos, agnósticos o indiferentes.
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sonas mayores y dependientes o la creciente presencia de las mujeres en la esfera públi-

ca. No obstante, en estos momentos vivimos aún en una etapa de transición en la que mu-

chas de estas transformaciones están gestándose, al tiempo que perviven valores y com-

portamientos de carácter patriarcal y machista.

Pero si hay un fenómeno que en los últimos años esté teniendo un impacto decisivo sobre

la vida colectiva de los españoles, éste es el vertiginoso aumento de la inmigración, produ-

cido desde hace cinco o diez años18. Las consecuencias son visibles en todos los ámbitos

de la vida social, económica y cultural, hasta el punto de haberse convertido en el inicio de

este nuevo siglo en uno de los motores principales de cambio de la sociedad española19.

La inmigración ha permitido, por otra parte, poner al descubierto las deficiencias y contra-

dicciones de nuestro modelo de integración social, basado en un acceso al mercado de tra-

bajo bastante restringido, mientras existe una gran permisividad con la economía sumergi-

da y el empleo irregular. Dentro de esta misma lógica se explica el mantenimiento de la

irregularidad como rasgo estructural y crónico de la política migratoria y la prioridad dada a

los instrumentos de control en detrimento de otras estrategias más integradoras (Laparra,

2003). Pero junto a estas restricciones que alientan, de una forma u otra, los procesos de

exclusión de la población inmigrante, también hay que señalar la importancia del reconoci-

miento del derecho de los inmigrantes —tanto en situación regular como irregular— al ac-

ceso al sistema universalista de bienestar social, básicamente sanidad y educación, lo cual

les está confiriendo un cierto estatus de ciudadanos, que podría calificarse de incipiente.

Aunque la profundización social de esta situación se ve obstaculizada en buena medida

por la dificultad que se ha observado en la sociedad española para asumir y gestionar la di-

versidad cultural, cabe esperar que el carácter expansivo del principio de ciudadanía ayude

a ir llenando de contenido ese estatus, a superar las restricciones que en la práctica coti-

diana impiden a los inmigrantes llegar a ser verdaderos ciudadanos y, sobre todo, a reco-

rrer el camino que va desde el terreno de los derechos sociales al de los derechos políti-

cos. El fenómeno de la inmigración, por otra parte, está permitiendo sacar a la luz muchas

de las contradicciones que arrastra la ciudadanía en España como consecuencia de su pe-

culiar construcción y desarrollo histórico.
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2.3. La consolidación del sistema político-institucional

Dentro del amplio proceso de modernización democrática acaecido en España en estos úl-

timos veinticinco años, un lugar importante le corresponde a la consolidación del sistema

político e institucional. A pesar de que, a primera vista, el sistema político plasmado en la

Constitución se ha ido convirtiendo en realidad formal sin grandes contratiempos, cuando

se lleva a cabo un análisis más pormenorizado se pueden observar un gran número de dis-

continuidades, de idas y venidas que nos hablan de las dificultades que han ido surgiendo.

Sin duda, el hecho más singular del modelo institucional de la democracia española es el

Estado autonómico, en tanto en cuanto supone una transformación radical de los principios

de organización del Estado y de la distribución del poder político. De sobra son conocidos

los problemas que la organización territorial del Estado y la propia definición de una identi-

dad nacional asumida por todos habían provocado en la historia reciente de España. Con

el paso de los años esta solución se ha demostrado bastante exitosa, aunque ciertamente

no exenta de problemas, tanto desde el punto de vista del funcionamiento como en lo rela-

tivo al desarrollo de un nuevo tipo de identidad nacional.

Ya en su plasmación constitucional, farragosa e inconcreta, se hacían evidentes las dificulta-

des de esta nueva forma de organización institucional que se estaba proponiendo. Desde

entonces, el recorrido ha sido amplio y los avatares también muchos (la controvertida LOA-

PA, el inestable sistema de financiación, las continuas reivindicaciones de reconocimiento

de la singularidad nacional por parte de algunas nacionalidades históricas). El resultado ha

sido un modelo con un alto grado de descentralización administrativa, que tiene una directa

repercusión en algunos ámbitos de la vida social como puede ser el sistema de bienestar

social, en el que las Comunidades Autónomas han adquirido un protagonismo destacado

Pero lo más significativo del tema autonómico es que, a pesar de los beneficios que la ma-

yor parte de la gente reconoce que ha tenido y sigue teniendo, reaparece una y otra vez en

la vida política española en su versión conflictiva (de manera dramática en el caso del País

Vasco a causa del terrorismo), poniendo de manifiesto la dificultad de definir una comuni-

dad política de pertenencia, reconocida por todos los españoles. Identidad cívica e identi-

dad nacional son dos conceptos, por tanto, que en el caso español no pueden hacerse

equivalentes, por lo menos tal y como ambos términos suelen ser definidos tradicionalmen-

te. El reto siempre abierto será dotar a la ciudadanía de principios de identificación acordes

con esta realidad.

Desde la perspectiva de los ciudadanos, el modelo del Estado de las Autonomías concita

un alto grado de aceptación que, además, ha ido aumentando con el paso del tiempo, pa-
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ralelamente a la pérdida de apoyos entre la opinión pública española de soluciones que su-

pongan volver a un Estado centralizado. De acuerdo con los datos analizados por Félix del

Moral, veinte años después de la aprobación de la Constitución, tres de cada cinco espa-

ñoles consideraban que la «creación y desarrollo de las comunidades autónomas ha sido

un hecho globalmente positivo para España, lo que no es óbice para que se perciban pro-

blemas de funcionamiento» (Moral, 1998: 118). Estos problemas tienen que ver fundamen-

talmente con el crecimiento del gasto público, con la aparición de nuevos clientelismos

asociados a los poderes regionales y con la sensación bastante extendida —sobre todo en

las Comunidades con menor desarrollo económico— de que el Estado no trata por igual a

todas las autonomías. La perspectiva relativamente crítica del funcionamiento del modelo

autonómico no puede ocultar, sin embargo, la gran transformación que ha supuesto en las

relaciones que los ciudadanos mantienen con el poder político, introduciendo nuevas ins-

tancias que contribuyen a acercar la gestión de los asuntos públicos a los ciudadanos. Aun-

que ello también provoca en ocasiones un incremento de la confusión a la hora de exigir

responsabilidades y controlar la acción de los poderes públicos, un ingrediente éste funda-

mental para el fortalecimiento de la idea de ciudadanía y de la propia cultura democrática.

Por lo que respecta al funcionamiento del sistema político, se ha demostrado que la decidi-

da apuesta que se hizo durante la transición por primar el componente de la estabilidad

(Benedicto, 2004) ha marcado su desarrollo ulterior y las visiones que los ciudadanos tie-

nen del mismo. En este sentido es destacable que, a pesar de los problemas que han ido

surgiendo a lo largo de estos años (dificultades de consolidación de un sistema de partidos

sólido y duradero, graves escándalos de corrupción, terrorismo de Estado, etc.), el sistema

democrático ha demostrado una notable robustez desde el punto de vista procedimental.

La tendencia resultante hacia la que parece apuntar la evolución de estos veinticinco años

es la progresiva consolidación de un modelo de bipartidismo imperfecto, con dos grandes

partidos nacionales que reúnen más de tres cuartas partes de los apoyos electorales y la

presencia de partidos nacionalistas que poseen un protagonismo en la vida política espa-

ñola muy superior a su fuerza electoral debido a la posición central que suelen ocupar en

sus respectivos territorios. Además de las tensiones inherentes al modelo que dificultan la

consolidación definitiva, una de sus principales debilidades radica en los obstáculos para

establecer coaliciones estables debido a la presencia del doble cleavage, ideológico y terri-

torial. Todo ello, en último término, supone un obstáculo añadido a la construcción de una

cultura democrática basada en el diálogo y el compromiso entre posiciones políticas dife-

rentes.

La contrapartida de esta estabilidad propiciada por las reglas institucionales adoptadas en

la etapa de la transición ha sido un funcionamiento del sistema político ciertamente restric-
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tivo, «en el que predominan la concentración del poder, la imposición unilateral y las deci-

siones excluyentes» (Colomer, 1998: 179; Morán, 1997). Lo más preocupante, sin duda, es

la capacidad demostrada por los partidos políticos para dominar y controlar el entramado

institucional de la democracia española, sometiéndolo a su lógica de confrontación política,

y los escasos espacios que dejan para que otros actores puedan irrumpir en el espacio pú-

blico. De esta manera, los diferentes grupos de la sociedad civil y los propios ciudadanos

aparecen en la vida política de manera esporádica y, en bastantes ocasiones, asociados a

momentos de crisis o confusión. Este conjunto de restricciones que dificulta a los ciudada-

nos el acceso a los lugares de decisión, junto a la propia crisis por la que atraviesan los

partidos políticos, explicarían en buena medida la disparidad que existe en la opinión públi-

ca española entre el mayoritario apoyo a la democracia como sistema político y la opinión

también mayoritaria de que los actores del sistema político muestran escasa sensibilidad y

receptividad respecto de las necesidades y demandas ciudadanas. El resultado es un ex-

tendido sentimiento de impotencia de los ciudadanos para condicionar en su favor la activi-

dad de partidos e instituciones20, el desinterés hacia la política institucional y las opiniones

negativas hacia la política y los políticos21.

2.4. Las ambivalencias de la cultura política

El diagnóstico más bien negativo que se deduce de la reflexión anterior no debe llevar a

conclusiones apresuradas sobre el tipo de cultura democrática que se ha ido construyendo

en el curso del proceso de modernización. Si hay un rasgo que define hoy esta cultura po-

lítica es precisamente el de la ambivalencia, que cabe definir como la coexistencia dentro

de la misma estructura cultural de significados contradictorios, de una peculiar mezcla de

innovación y tradición, de herencias del pasado autoritario con nuevas formas de entender

e interpretar el espacio público y el papel de los ciudadanos en el mismo. Todo ello dentro

de un entorno en el que la nota más característica es la importancia de la moderación, tan-

to política como ideológica.

Con el paso de los años, la moderación se ha convertido en una de las principales señas

de identidad de la democracia española. Todas las evidencias empíricas disponibles dejan

bien a las claras su posición central en los universos políticos de los ciudadanos. Y es que

la moderación, como sostienen McDonough, Barnes y López Pina (1989), implica básica-
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Morán (1998), Benedicto (2004) y Montero, Gunther y Torcal (1998).



mente atenuación y separación de las líneas de conflicto que tradicionalmente habían do-

minado la vida política española. La transformación respecto al pasado reciente consistiría

básicamente, según estos autores, en la pérdida de intensidad de las tensiones ideológi-

cas, el relativo encauzamiento institucional de los conflictos identitarios y el paso a un pri-

mer plano de los temas que tienen que ver con los intereses. El incremento de la modera-

ción, que sería el resultado principal de la dinámica cultural de la democratización en

España, encuentra su razón de ser, por una parte, en los cambios sociales de largo alcan-

ce que dan forma al proceso de modernización y, por otra, en los cálculos estratégicos de

las elites, que tratarán a toda costa de evitar los riesgos de una nueva confrontación, simi-

lar a la que había provocado la guerra civil (McDonough, Barnes y López Pina, 1998). La

moderación constituye, pues, un código cultural que ha demostrado una gran capacidad

para condicionar, modelar y limitar los discursos políticos, los comportamientos ciudada-

nos, las estrategias de las elites, las pautas de actuación de los actores (Benedicto, 1989).

De ahí, por tanto, que siga aún hoy teniendo una incidencia directa en la vida política espa-

ñola, reforzando la vigencia de la estructura cultural surgida de la transición y determinan-

do las estrategias de justificación que utilizan los partidos para legitimar su acción política.

El segundo rasgo que interesa destacar en el proceso de construcción de la cultura demo-

crática es la consolidación de una visión limitada de la participación en la que el ciudadano

no encuentra los incentivos necesarios para desarrollar predisposiciones activas que le lle-

ven a implicarse activamente en el ámbito político. Tras unos primeros años de relativa in-

determinación, en los que persiste la dinámica movilizadora heredada del final del franquis-

mo, con la consolidación de unas elites que tratan de reducir los procesos participativos al

ámbito de las organizaciones partidistas, durante la década de los ochenta se construye de

manera definitiva el discurso legitimador de la nueva democracia. En este discurso, la vida

política tiende a encerrarse en los cauces formales del sistema y se define la moderniza-

ción social y económica como el principal objetivo a perseguir. De esta forma, la formación

de la identidad del ciudadano-participante se vio lastrada por varios factores, entre los que

Morán (1997) ha resaltado dos complementarios: por una parte, la importancia de los sen-

timientos de desafección hacia lo político que llevaban a los ciudadanos a considerar este

ámbito de cuestiones como algo extraño y alejado de sus intereses; por otra parte, los défi-

cits de la reconstrucción de la cultura política democrática, concretados en la excesiva rele-

vancia concedida a la aceptación e interiorización de los elementos formales de la vida de-

mocrática, en detrimento del desarrollo de las actitudes y comportamientos relacionados

con la participación política.

Bien se podría argumentar que la debilidad de los comportamientos participativos es un

elemento que define la contemporaneidad de los sistemas democráticos en las sociedades

desarrolladas. Sin embargo, en el caso español se observa una menor intensidad de las
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actitudes favorables a la implicación política, no sólo respecto al conjunto de países de la

Unión Europea, sino también en comparación con otras democracias que han experimen-

tado similares procesos de transición, como Grecia o Portugal22. El resultado es una quie-

bra bastante acusada entre, por una parte, las prescripciones normativas sobre la impor-

tancia de la presencia activa de los ciudadanos en la esfera pública, que se repiten una y

otra vez en los discursos institucionales, y, por otra, el sustrato de pasividad y apatía que

aparece en la relación de buena parte de los ciudadanos con la esfera de la política.

En los últimos años están apareciendo interesantes fenómenos de dinamismo participati-

vo, en algunos casos asociados a nuevas fórmulas institucionales y no institucionales de

participación ciudadana y en otros a movimientos de acción colectiva a través de los que

los ciudadanos tratan de intervenir activamente en la esfera pública. Estos fenómenos po-

drían anunciar una reducción de esta brecha y el inicio de una reformulación de las pautas

político-culturales predominantes en la sociedad española desde la época de la transición.

Mecanismos participativos como los consejos consultivos, las agendas locales 21, los pa-

neles ciudadanos o los presupuestos participativos han empezado a proliferar en muchos

municipios españoles, coexistiendo con las instituciones representativas tradicionales23.

Junto a estos instrumentos más o menos auspiciados por las autoridades locales, no pode-

mos olvidar en estos años la importancia del movimiento por la paz en Euskadi, las movili-

zaciones articuladas en torno a temas concretos como el Prestige, el Plan Hidrológico Na-

cional o la guerra de Irak, o la proliferación de iniciativas ciudadanas alrededor de

cuestiones como la inmigración o la solidaridad y los derechos humanos24. Todos estos fe-

nómenos constituyen semillas de cambio político-cultural cuya vitalidad ya puede rastrear-

se en los sectores más movilizados, aunque aún es pronto para aventurar su trascenden-

cia futura para la sociedad española en su conjunto.

Pero si hubiera que resaltar un fenómeno significativo en relación a la participación, éste

debería ser, sin duda, la importancia que los comportamientos de protesta están adquirien-

do en la sociedad española. Según los datos de la Encuesta Social Europea (Ferrer, 2005),

los españoles son, después de los luxemburgueses, los europeos que más asisten a mani-

festaciones autorizadas, con bastante diferencia respecto al resto de países de la encues-
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(1995) y Morales (2001).

23 Sin duda, el mejor análisis de las características de estos mecanismos participativos y de su implantación en España es
Font (2001).

24 Entre la multitud de referencias disponibles conviene consultar, para el caso de Euskadi, la interesante investigación de
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ta25. Esta importancia es aún mayor entre las nuevas generaciones. Según los datos de

una encuesta del INJUVE de 200526, el 58% de los jóvenes entre 15 y 29 dicen haber asis-

tido a alguna manifestación, el 45% haber firmado una petición y un 21% haber boicoteado

o comprado ciertos productos por razones políticas o por favorecer el medio ambiente.

Como afirma Laura Morales (2003: 19), «parece que la acción de protesta ha sido ya incor-

porada al “tool kit” de la ciudadanía de los españoles y que está aquí para quedarse, dado

que los ciudadanos más jóvenes no son más pasivos a la hora de “vocear” sus demandas

que los adultos de edades intermedias».

En resumen, la construcción de una cultura política específica de la democracia española

se revela como un proceso incompleto, en el que aún perviven una parte de las restriccio-

nes culturales e institucionales sobre las que se levantó el cambio desde el autoritarismo a

la democracia, al tiempo que aparecen elementos de cambio importantes. Las transforma-

ciones vividas durante todos estos años en la sociedad española han introducido nuevas

prioridades y mayores dosis de complejidad en los significados culturales de la vida políti-

ca. Ello no parece haber sido suficiente para que se produzca un cambio en las prioridades

de los actores, para que se configure una vida política más abierta al protagonismo de los

ciudadanos, con mayores espacios de debate y participación. No obstante, tampoco debe

olvidarse la transformación del repertorio participativo que se observa en determinados

sectores sociales, especialmente entre los jóvenes, y que ha introducido un nuevo dinamis-

mo participativo, donde la protesta adquiere especial significatividad y propicia una exten-

sión de la implicación de los ciudadanos en la vida colectiva.

3. LA RÁPIDA INSTITUCIONALIZACIÓN DE LOS DERECHOS CÍVICOS

Desde un punto de vista histórico, el dato más sorprendente en la construcción de la ciu-

dadanía democrática en España es la rapidez con que se reconocieron e institucionalizaron

los derechos cívicos, característicos de las democracias occidentales desarrolladas.Tras los

primeros momentos de confusión sobre el rumbo que iba a tomar el proceso de cambio y

una vez que quedó claro que la democracia «a la occidental» era la única salida posible, se

asumió por parte de todos los protagonistas que el reconocimiento de los derechos civiles,

políticos y sociales era un hecho innegable e incuestionable, por cuanto formaban parte de

los contenidos que se asociaban indisolublemente con la promesa de la democracia.
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En este proceso, uno de los papeles fundamentales les correspondió a las elites y los líde-

res políticos, que, desde casi los mismos inicios de la transición, trataron de construir y

transmitir una imagen de normalización de la vida social y política española. La estrategia

de las elites consistió, pues, en tratar de reproducir —de manera más formal que sustanti-

va— las reglas, normas y pautas típicas de actuación en las democracias estables de nues-

tro entorno cultural próximo, con el fin de reducir la incertidumbre, estabilizar la situación y,

sobre todo, reafirmar su poder en la nueva forma de organización sociopolítica que se esta-

ba fraguando (Benedicto, 2004). No obstante, tampoco debe perderse de vista que este in-

tento de reproducir aceleradamente lo que era habitual en las democracias europeas res-

pondía a la necesidad de adaptarse rápidamente a los prerrequisitos de funcionamiento del

sistema político del capitalismo occidental. Unos requisitos consistentes, entre otras cosas,

en separar la vida cotidiana de la esfera de la política despolitizando aquélla, en privatizar el

discurso político y reconducir la actividad política hacia un ámbito autónomo dominado por

los partidos políticos (Pérez Agote, 1994), los cuales de esta manera refuerzan una posición

de privilegio que habían adquirido desde los comienzos de la transición, contrariamente a lo

ocurrido en otras experiencias democratizadoras cercanas como la portuguesa.

La rápida normalización y estabilización de la vida política de la democracia alentada por

las elites (en un entorno que no era normal ni estable) trajo consecuencias de signo con-

trapuesto. Por una parte, el nuevo sistema político apareció a los ojos de la mayor parte de

los ciudadanos como una democracia construida y sostenida desde arriba, en la que el

verdadero protagonismo no correspondía al «público racionalizante», sino a los partidos y

a los líderes (Del Águila y Montoro, 1984). El efecto más visible de esta situación fue la di-

fusión entre la población de una sensación de creciente desilusión y desengaño ante los

resultados del cambio político, que fue rápidamente resumida en un término que hizo fortu-

na a partir de 1979: el desencanto27.

La contrapartida a este protagonismo de las elites partidistas fue su decidida apuesta por

lograr una rápida institucionalización del sistema democrático. Para los líderes de los parti-

dos, reafirmar una y otra vez la necesidad de construir de manera acelerada el edificio ins-

titucional de una nueva democracia, dentro del cual lógicamente ocupaba un lugar impor-

tante el reconocimiento de los derechos y deberes de los ciudadanos, constituía la mejor

fórmula que tenían a su alcance para legitimar su actuación y la monopolización que esta-
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canto en el que defiende una explicación más amplia, vinculada a los déficits de ciudadanía de la democracia española, cuyos
efectos se rastrean durante toda la década de los ochenta.



ban ejerciendo sobre el proceso de cambio. El producto de sus acuerdos y desacuerdos

quedó plasmado en el texto constitucional de 1978, que contiene una concepción de la ciu-

dadanía, formal y normativamente, ambiciosa, pero que al mismo tiempo resume muchas

de las contradicciones que se han evidenciado en su desarrollo posterior.

Contrariamente a la que había sido la pretensión inicial de UCD, la Constitución del 78 regula

de una manera amplia y detallada la mayoría de las cuestiones, entre ellas los derechos y li-

bertades de los ciudadanos, aunque en ocasiones esto implique ambigüedad e imprecisión

(Peces-Barba, 1984). El haber optado por un catálogo amplio de derechos y libertades res-

pondía, por una parte, a la propia evolución de los derechos fundamentales en las democra-

cias occidentales, los cuales habían ido ampliando su contenido hasta incluir como pieza im-

prescindible el ámbito de los derechos socioeconómicos y culturales. Pero, por otra parte, la

concreta constitucionalización de los derechos cívicos no se entendería sin tener en cuenta

el peculiar proceso que está en su origen, un proceso de transacción y consenso entre posi-

ciones e intereses a veces distantes y a veces cercanos (Pérez Luño, 1993: 56-57).

Los especialistas suelen clasificar los derechos reconocidos en la Constitución de acuerdo con

su contenido, esto es, la esfera de la vida personal y colectiva a la que se refieren; de ahí que

se distingan tres tipos de derechos: los personales (como el derecho al honor o el derecho a la

vida), los cívico-políticos (como el principio de tutela judicial o el reconocimiento del derecho a

la participación) y los económicos, sociales y culturales (como el derecho a la protección de la

salud o al acceso a la cultura) (Giner de Grado, 1999). Desde este punto de vista, los tres tipos

de derechos están ampliamente contemplados en el texto constitucional y con una importan-

cia aparentemente similar. Pero más relevante que este criterio de clasificación son los diferen-

tes mecanismos normativos, jurisdiccionales e institucionales previstos para proteger los dis-

tintos derechos, porque ello nos da una medida clara de la importancia que se concede a

asegurar su eficacia. Pues bien, cuando se analizan en detalle estos mecanismos se puede

observar una diferencia significativa en el tratamiento que se otorga, por una parte, a las liber-

tades públicas y, por otra, a los derechos sociales, en detrimento siempre de estos últimos,

que obtienen muchas menores garantías por parte del legislador de que efectivamente podrán

ser llevados a la práctica. Aparte de la diferente naturaleza que separa a aquellos derechos

que tratan de garantizar la autonomía de la persona de aquellos que tienen por objeto promo-

ver las condiciones que hacen posible esa autonomía, el hecho cierto es que la formulación

constitucional de los derechos sociales se ha revelado como una debilidad importante28.
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La diferencia entre unos derechos y otros también se puede ver en el dispar ritmo de desa-

rrollo formal que han seguido tras la aprobación de la Carta Magna. En el caso de las de-

nominadas libertades públicas, su desarrollo institucional siguió los caminos previstos: un

poco más lentos al principio, debido a la crisis interna del partido en el gobierno, y de ma-

nera más continuada a partir de la victoria socialista. Hacia 1985 puede decirse que, salvo

algunas excepciones, el grueso de las leyes orgánicas que institucionalizaban el reconoci-

miento de los derechos civiles y políticos en la nueva democracia española estaban com-

pletadas. Los problemas ulteriores vendrán provocados por su desarrollo y las condiciones

en que tenga lugar su ejercicio efectivo. Los derechos sociales, en cambio, tendrán una

evolución formal más compleja, con diferentes grados de concreción institucional según la

cuestión de la que se trate y sometidos a los vaivenes propiciados por la distinta orienta-

ción ideológica de las políticas gubernamentales (Camarero, 1999). El análisis en este

caso debe trasladarse desde el plano jurídico de su formulación al plano sociopolítico de

su realización bajo la forma de un sistema de bienestar social.

El Estado de bienestar en cuanto fórmula institucional de expresión del principio de ciu-

dadanía social se desarrollará en nuestro país en un momento de profunda crisis del

modelo que había triunfado en Europa durante las décadas centrales del siglo XX29.

Este ambiente de crisis, aunque muchas veces no se reconozca explícitamente, va a

gravitar continuamente sobre el desarrollo del Estado de bienestar en España, inicial-

mente como restricción de la economía política del bienestar en forma de políticas de

contención del gasto y posteriormente como referente ideológico de la reorientación

que trata de plasmar la política conservadora del Partido Popular. A pesar de este en-

torno desfavorable y de los condicionantes —muchos de ellos negativos— que introdu-

cía el precedente de la política social del franquismo (Guillén, 1996), se irá desarrollan-

do un sistema de bienestar social que constituirá, en un primer momento, uno de los

elementos fundamentales de legitimación del cambio democrático y, posteriormente, un

elemento funcional para la etapa de modernización socioeconómica de los años ochen-

ta, a la par que un instrumento de justicia social. El resultado de este conjunto de in-

fluencias ha sido la construcción de un Estado de bienestar que trata de alcanzar los

estándares imperantes en los países de la Unión Europea y que ha hecho posible una

progresiva incorporación a la esfera pública de los derechos sociales de los ciudada-

nos. Todo ello no sólo ha contribuido a incrementar el bienestar social general de la so-

ciedad española, sino que también ha enriquecido el contenido de la vida cívica, sin ol-

vidar por ello las importantes contradicciones y limitaciones que durante todo su

desarrollo arrastra el sistema de bienestar construido.
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Aunque en su evolución se pueden distinguir una serie de etapas, con sus singularidades y

características30, resulta más interesante señalar unos cuantos principios básicos que ca-

racterizarían el sistema español de bienestar y su relación con el desarrollo de los dere-

chos sociales. El rasgo que más destaca en el caso español es la ausencia de un modelo

definido de bienestar social. A lo largo de estos años se han sucedido políticas y decisio-

nes en las que se entremezclan presiones hacia la universalización de los servicios socia-

les con el mantenimiento de una lógica profesionalista. El resultado es un sistema de bie-

nestar social con dificultades para asumir la lógica de la ciudadanía social y para hacer

frente a las nuevas necesidades sociales que van surgiendo en la sociedad española. El

segundo aspecto a resaltar es la tendencia expansiva de los derechos sociales, mediante

la ampliación de la cobertura de los programas y servicios sociales, sin que ello haya su-

puesto una alteración significativa de la segregación de las pautas de bienestar que sepa-

ran a unos grupos sociales de otros. A pesar de los avances experimentados en temas

como la sanidad o la educación, sigue activa la polarización entre los insiders que gozan

de un nivel bastante alto de protección y los outsiders mucho más vulnerables, sólo prote-

gidos por un sistema de raíz asistencial.

El tercero de los rasgos es la naturaleza conflictiva del desarrollo de los derechos sociales.

Contrariamente a la imagen que a veces se transmite, todos los avances en el reconoci-

miento de derechos sociales son el resultado bien de procesos de negociación entre los

distintos actores o bien de conflictos explícitos cuando no funciona el intercambio de avan-

ces en la política social a cambio de la aceptación de políticas económicas restrictivas (re-

cuérdese el origen de las huelgas generales, sobre todo las de 1988 y 2002). Otro elemen-

to a tener en cuenta es el proceso de creciente descentralización, materializado en la

presencia cada vez más importante, desde el punto de vista cuantitativo y cualitativo, de

las Comunidades Autónomas en la provisión de servicios sociales. Por último, no puede ol-

vidarse la importancia que en el sistema de bienestar social sigue teniendo la familia, como

instrumento básico de protección y asistencia social ante situaciones de vulnerabilidad so-

cial que pueden afectar a cualquiera de sus miembros. A pesar de la escasa atención que

los poderes públicos prestan a la institución familiar, ésta desarrolla funciones sociales fun-

damentales en este terreno: no sólo funciona como amortiguador de los conflictos genera-
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de la universalización con la contención del gasto social y el incremento de las presiones privatizadoras. Para una perio-
dización diferente, en la que el criterio es la evolución de los gastos sociales en vez de la política social, véase Gutiérrez
Junquera (2000).



cionales, sino que, además, descarga al Estado de presión social para la solución de los

problemas de bienestar31.

4. ¿UN DÉFICIT CRÓNICO DE PRÁCTICAS CÍVICAS?

La mayoría de los análisis que se han hecho sobre la democracia española coinciden al

afirmar que cuando se mira mas allá del funcionamiento institucional del sistema y se pone

el acento en el ejercicio democrático de la condición de ciudadanos, surgen inmediatamen-

te carencias y debilidades relacionadas con los significados que los distintos actores socia-

les y políticos confieren a su presencia y protagonismo en la vida pública. Haciendo un

análisis global, se observa que durante estos años no se logra establecer una concepción

específica de lo que significa actuar como ciudadano en la democracia española. Las posi-

bles explicaciones de esta ausencia son múltiples, pero cabe mencionar dos que resultan

especialmente plausibles.

La primera explicación sostiene que la estrategia antes analizada de rápida y acelerada

institucionalización de la democracia, y con ella de los derechos cívicos, habría contribuido

en gran medida a expulsar la idea del ejercicio de la ciudadanía de la esfera del debate pú-

blico. El resultado, en consecuencia, sería el predominio de una concepción despolitizada

de la vida cívica que, en vez de ser el ámbito donde los ciudadanos pueden y deben con-

vertirse en actores a través del ejercicio activo de los derechos, se identifica con el respeto

a los valores y normas de la comunidad, el cumplimiento de las leyes y el disfrute individual

de una serie de derechos otorgados por el Estado32. El ideal de la cultura cívica se vería,

así, sustituido en cierta manera por la tradicional cultura de súbditos.

La segunda explicación enfatiza la ausencia de un discurso explícito que sitúe al ciudadano

en el centro de la reflexión política y defina el papel que le corresponde jugar en el devenir

de los procesos sociales y políticos. Aunque la escena política española está llena de una

retórica normativista sobre la decisiva posición que ocupan o deben ocupar los ciudadanos

en la esfera pública, el hecho cierto es que los avances prácticos en esta materia son bien
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31 He desarrollado de manera más extensa estas líneas de configuración del Estado de bienestar en España en Morán y Be-
nedicto (2000: 103-107).

32 Esta concepción despolitizada de la ciudadanía aparece con gran nitidez entre los jóvenes actuales, de acuerdo con las
conclusiones de una reciente investigación (Morán y Benedicto, 2003). En el mismo sentido cabe explicar los resultados de
una pregunta realizada en la Encuesta Social Europea sobre las conductas que se asocian con la idea de un buen ciudadano:
«las obligaciones pasivas son mejor valoradas que las activas (obedecer la ley se considera más importante que votar); y las
obligaciones neutras obtienen mejor puntuación que las que implican mayor grado de compromiso político (ayudar a los de-
más se considera más importante que participar en política)» (Rico, 2005: 261-262).



escasos. Si a esto unimos el distanciamiento crítico que la mayoría de los españoles mani-

fiesta respecto a la actividad política, comprobado una y otra vez en reiteradas investiga-

ciones (Morán y Benedicto, 1995; Bonet, Martín y Montero, 2004), se corre el peligro de va-

ciar de contenido real la vida pública y de que la participación en la misma no encuentre los

incentivos necesarios para llevarse adelante.Y es que en estos años no se ha desarrollado

una estructura de significaciones y símbolos que proporcione los recursos culturales nece-

sarios para que la participación sea percibida como una virtud cívica y el ámbito de la polí-

tica como un espacio privilegiado de expresión de la ciudadanía33. Solamente la relevancia

que los comportamientos de protesta han adquirido últimamente en la sociedad española

permite pensar que se esté configurando una nueva forma de protagonismo ciudadano, si

bien el difícil encaje que la dinámica de la protesta tiene en la vida política cotidiana, domi-

nada por la competición partidista, hace muy difícil construir discursos coherentes sobre la

repercusión que este tipo de implicación política de los ciudadanos tiene que tener en los

procesos de toma de decisión.

Sea cual sea la línea de interpretación que se privilegie, en ambas están presentes varios

factores cuya influencia resulta decisiva. En primer lugar, es preciso mencionar la actua-

ción de las elites, y de manera más específica de las elites partidistas, que desde el primer

momento de la transición han apoyado y fomentado a través de sus prácticas una concep-

ción restrictiva y limitada de democracia, en la que los ciudadanos se han convertido en

audiencia, más o menos ilustrada pero al fin y al cabo pasiva, del espectáculo democrático

interpretado por los partidos. Después del nefasto precedente que para la consolidación de

unas nuevas estructuras partidistas supuso la inestable y conflictiva vida de UCD, durante

toda la década de los ochenta los esfuerzos de las elites estuvieron dirigidos a construir

modelos organizativos que reforzaban el control de las cúpulas dirigentes sobre cualquier

aspecto de la vida de los partidos, minimizando de esta forma la participación de los miem-

bros y creando hacia afuera una imagen de monolitismo. Aunque esta estrategia no ha im-

pedido la recurrente aparición de conflictos intrapartidistas34, sí ha permitido extender en-
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33 A este respecto es muy significativo que las generaciones más jóvenes manifiesten una gran indiferencia ante la historia re-
ciente española, que se considera básicamente como un campo de competición entre las elites y no de participación ciudada-
na; de ahí que tampoco expresen un especial desencanto ante una democracia que se considera como algo natural, un dato
más de su realidad vital. Desde el punto de vista simbólico, no puede dejar de sorprender su escaso interés por los relatos de
la transición o ante las conmemoraciones de la aprobación de la Constitución, las primeras elecciones o el 23 F. Como afirma
Víctor Sampedro (2003: 101): «Aunque empleábamos el término amnesia en trabajos anteriores, hemos de corregirnos ya
que en las generaciones de jóvenes no constatamos olvido, sino ausencia e indiferencia ante los sucesos históricos recientes.
Tampoco reconocen la “épica” de la “transición ejemplar” ya que no son conscientes de los peligros que hubo que sortear ni de
las fuerzas que a ella se opusieron. Las efemérides mediáticas en torno a la muerte de Franco, la aprobación de la Constitu-
ción o el 23-F han vaciado de significado estos acontecimientos. En concreto, observamos que la televisión ha rutinizado las
imágenes y descontextualizado la evocación de estos hechos».

34 Recuérdense, entre otros, la grave crisis del PCE en la primera mitad de los ochenta; la escisión del PNV, que redujo su
fuerza parlamentaria casi a la mitad, o la crisis del PSOE tras la renuncia de Felipe González y las primarias de 1988.



tre la opinión pública la convicción de que la solidez de un partido se demuestra en el gra-

do de firmeza con que transmite sus posiciones, independientemente de que éstas sean

fruto de la decisión autoritaria de los dirigentes y de que no existan espacios que permitan

un debate democrático de las distintas opciones posibles.

El funcionamiento oligárquico de los partidos, junto al alto grado de monopolización que

ejercen sobre la vida política y el diseño institucional que deja pocas oportunidades para la

participación ciudadana, han favorecido una forma de ver la democracia y la ciudadanía en

la que se pone más énfasis sobre las reglas y los procedimientos que sobre los hábitos, los

usos y las prácticas que llevan a cabo los diferentes actores. La persistencia y estabilidad

del sistema sigue aún hoy teniendo una mayor prioridad que la necesidad de su profundi-

zación, de mejorar la calidad de la vida democrática y, por tanto, del ejercicio de la ciu-

dadanía.

Otro de los aspectos a considerar son las dificultades para poner en marcha una auténtica

educación para la ciudadanía que incluya tanto los conocimientos y habilidades formales

necesarios para participar en el sistema político como los valores, contenidos y actitudes

que fundamentan los comportamientos cívicos en las diferentes esferas de la vida social.

Aunque todos los especialistas están de acuerdo en que los fundamentos de la ciudadanía

democrática se aprenden realmente mediante su práctica en los contextos cotidianos, tam-

bién existe un cierto consenso al atribuir una trascendencia especial a la labor que se de-

sarrolla desde la institución escolar, en tanto en cuanto es la única institución que tiene ins-

crita en su propia razón de ser, entre otras funciones, la de formar ciudadanos (Pedró,

2003). Pues bien, todo apunta a que ésta es una de las grandes debilidades en el caso es-

pañol. Por una parte, el temor a reproducir la utilización que el franquismo había hecho de

la escuela como instrumento de adoctrinamiento político y, por otra, las carencias de la cul-

tura política en la dimensión de la competencia ciudadana y las actitudes relacionadas con

la participación, han supuesto un obstáculo importante para articular una estrategia que hi-

ciera posible y eficaz el aprendizaje cívico dentro de la escuela.

En la abundante legislación educativa que se ha generado en estos años, siempre se men-

cionan entre los objetivos a conseguir cuestiones como que los alumnos comprendan y

asuman los valores democráticos de la Constitución, empiecen a desarrollar sus responsa-

bilidades personales y colectivas o que aprendan la importancia de la participación social y

política (Mayordomo, 2003). Sin embargo, cuando se ha tratado de traducir estas formula-

ciones teóricas en pautas de actuación específicas dentro de los centros escolares (trans-

versalidad de la formación cívica, constitución de los Consejos Escolares, fomento del aso-

ciacionismo escolar), los resultados han sido mas bien escasos. Todas las evidencias

disponibles coinciden en que la escuela española no constituye un ámbito propicio para el
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aprendizaje cívico, ni es un lugar donde los jóvenes aprenden a ejercer sus derechos y res-

ponsabilidades como miembros de la colectividad. El problema de formación de ciudada-

nos en un caso como el español, carente de tradiciones democráticas asentadas y de una

vida cívica sólida, surge aquí en toda su magnitud, aún más si se piensa que el resto de

instituciones —aparte de la escuela— tampoco ha mostrado un gran interés por llevar

adelante una verdadera labor educativa sobre lo que implica ser ciudadano.

Otro factor que explicaría las debilidades de la idea de protagonismo ciudadano es la in-

existencia de una concepción de espacio público como dominio propio de la ciudadanía y

ámbito de expresión de la responsabilidad colectiva. Cualquiera que piense en la herencia

recibida del franquismo no puede sorprenderse de este hecho, porque si algo caracterizó

al franquismo fue el intento consciente y deliberado de convertir la esfera pública en una

parcela de gestión reservada a unos pocos, a las elites político-económicas leales al régi-

men, mientras que la mayor parte de la sociedad se acostumbraba a desconfiar de la polí-

tica y, en general, de lo público, como un terreno peligroso, desconectado de los intereses

de la vida cotidiana y en el que no se puede ejercer ninguna influencia. Parece evidente

que estos años de experiencia democrática no han logrado borrar las secuelas en nuestra

forma de entender lo público, como un ámbito extraño en el que conviene no confiar y cuyo

control se escapa de las posibilidades del ciudadano medio (Benedicto, 1989).

Pero esta tradición de antipoliticismo, muy arraigada en la cultura política española, se re-

fuerza además si se tiene en cuenta el papel que ha jugado el Estado y el protagonismo

adquirido en la construcción del espacio público. El sistema democrático nació con el hán-

dicap de una larga tradición de intervencionismo paternalista que iba a condicionar desde

sus mismos inicios la relación entre ciudadanos y Estado. La nueva situación parecía que

iba a alterar estas relaciones introduciendo nuevas pautas de comportamiento entre los

distintos actores en las que se pudieran definir los respectivos ámbitos de responsabilidad.

Sin embargo, la exigencia inicial de llevar adelante las necesarias reformas económicas sin

poner en peligro la legitimidad del nuevo régimen, posteriormente el esfuerzo para poner

en marcha en un periodo de tiempo relativamente corto un aceptable sistema de bienestar

y la práctica inexistencia de un espacio autónomo de la sociedad civil que asumiera prota-

gonismo frente al poder político, impidieron un verdadero replanteamiento de la posición y

características de la acción estatal. Si acaso, a lo que hemos asistido en estos años ha

sido, por el contrario, a un reforzamiento de su protagonismo en los imaginarios colectivos.

El Estado, de esta manera, se convierte de nuevo en el punto de referencia básico de to-

das las demandas y necesidades ciudadanas y en él se delega la responsabilidad de con-

seguirlas, a cambio de no someter su actuación a un verdadero control democrático. La

contrapartida es un desequilibrio entre los dos componentes de la relación cívica, que jue-
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ga a favor del Estado y en detrimento de los ciudadanos35. Como dice certeramente J. Su-

birats (1999) en su análisis de la situación de la sociedad civil en España a finales de la

década de los noventa: «Como resultado final, tenemos un país (con significativas diferen-

cias entre sus diversos territorios y culturas) que llega a finales de siglo abordando su mo-

dernización democrática, sin que se haya consolidado nunca un espacio público entendido

como algo de todos, en el que todos estamos llamados a poner en juego nuestras respon-

sabilidades y recursos, sea individualmente, sea de forma conjunta en asociaciones o enti-

dades cívicas» (Subirats, 1999: 34).

Todos los factores analizados apuntan en una misma dirección, el predominio de una vi-

sión del ciudadano que se acerca peligrosamente a la idea de súbdito, en cuanto sujeto

desprovisto de los recursos y orientaciones cívicos necesarios para reivindicar su protago-

nismo en la marcha de los asuntos colectivos. Un sujeto que es consciente de sus dere-

chos pero que se muestra poco proclive a exigir su cumplimiento, más allá de la reiterada

demanda a la protección de un Estado al que se le confía la tarea de asegurar el bienestar

individual y colectivo (Benedicto, 1997).

El gran interrogante que se plantea es si esta falta de contenido participativo y la pasividad

de nuestra vida cívica constituyen un déficit que podríamos calificar de crónico en la ciu-

dadanía democrática o, por el contrario, la profundización de la experiencia democrática,

las transformaciones de los universos políticos de los ciudadanos en esta época de la glo-

balización y el desarrollo de nuevas formas de expresión del compromiso cívico lograrán ir

creando la estructura de oportunidad favorable para el surgimiento de discursos, símbolos

y prácticas propios de una ciudadanía responsable. En los últimos años están apareciendo

indicios de que esta concepción limitada y pasiva de la ciudadanía está dejando paso, so-

bre todo entre las nuevas generaciones, a posiciones más activas en las que se reivindica,

muchas veces a través de diferentes formas de protesta, una mayor presencia y protago-

nismo de los ciudadanos en los procesos sociales. Que estas prácticas cívicas estén confi-

gurando una nueva forma de ser ciudadano y que puedan llegar a ejercer un impacto deci-

sivo sobre las pautas político-culturales predominantes en la democracia española son

cuestiones que habrá que observar con atención en el futuro próximo.
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35 E. Gil Calvo (2001) realiza un diagnostico aún más negativo de la situación al hablar del predominio de un concepto deme-
diado o amputado de ciudadanía, que se reduce a beneficiarse de ciertos privilegios o derechos sociales que otorga el Estado
sin contribuir personalmente a ello, al tiempo que se renuncia a ejercer los derechos civiles y políticos.
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